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PROYECTO DE LEY NÚMERO 163 DE 2016 
SENADO

por medio de la cual se expide la ley del actor para  
garantizar los derechos laborales, culturales y de 

autor de los actores y actrices en Colombia.

CAPÍTULO I

Objeto, ámbito de aplicación y definiciones 

Artículo 1°. Objeto. La presente ley tiene por ob-
jeto establecer un conjunto de medidas que garanticen 
el ejercicio de la actuación como una profesión en Co-
lombia, protegiendo los derechos laborales, culturales 
y de autor de los actores y actrices en sus creaciones, 
conservación, desarrollo y difusión de su trabajo y 
obras artísticas.

Artículo 2°. Ámbito de la ley. La presente ley regula 
lo concerniente a la actuación como profesión, derechos 
laborales y oportunidades de empleo, derechos de autor, 
difusión del trabajo de los actores y régimen sancionato-
rio, entre otros; brindando herramientas para dignificar 
esta labor por sus aportes culturales a la nación.

Parágrafo. La presente ley rige para todo tipo de 
producciones o actividades que requieran de actores y 
actrices para su realización, bien sean escénicas, tea-
trales, audiovisuales, sonoras o de doblaje. 

Artículo 3°. Actor o actriz. Se considera actor para 
efectos de esta ley, aquel creador que se sirve de su cuer-
po, su voz, su intelecto y su capacidad histriónica para 
crear personajes e interpretaciones en producciones tea-
trales y todo tipo de expresiones artísticas y realizaciones 
audiovisuales, radiales y demás medios. El actor o actriz 
es titular de derechos morales y patrimoniales de autor. 

Artículo 4°. Actor profesional. Para efectos de esta 
ley se entiende por actor profesional aquel actor o ac-
triz que acredite alguno de los siguientes requisitos:

i) Título profesional de maestro en artes escénicas
o títulos afines;

ii) Experiencia de trabajo actoral mayor de diez
(10) años acumulados y certificados en cualquier me-
dio escénico o audiovisual, avalada por el Comité de
Acreditación Actoral;

iii) Combinación entre educación informal, técni-
ca o tecnológica y, experiencia de trabajo actoral mí-
nimo de cinco (5) años acumulados y certificados en 
cualquier medio escénico o audiovisual, avalada por el 
Comité de Acreditación Actoral.

Artículo 5°. Ensayo, caracterización, actividad pre-
paratoria y conexa a la creación de personajes. Es toda 
actividad propia de la actuación, mediante la cual el 
actor o actriz prepara la creación o caracterización del 
personaje, ensaya la realización de la obra, investiga, 
estudia, memoriza guiones y realiza cualquier otra acti-
vidad relacionada con el mismo, en el lugar de trabajo 
y fuera de él. 

Artículo 6°. Creaciones artísticas como patrimo-
nio cultural. Las creaciones artísticas de los actores, 
como agentes generadores de patrimonio cultural de 
la nación, contribuyen a la construcción de identidad 
cultural y memoria de la nación. De acuerdo con lo an-
terior, el trabajo de los actores profesionales debe ser 
protegido y sus derechos garantizados por el Estado. 
Las producciones dramáticas en cine, televisión, teatro 
y otras formas de lenguaje escénico o audiovisual son 
bienes de interés cultural.

Artículo 7°. Roles en creaciones artísticas. Entién-
dase por creaciones artísticas: 

– Rol protagónico: Personaje interpretado por un
actor o actriz, alrededor del cual gira la trama central 
de la producción.

– Rol coprotagónico o antagónico: Personaje inter-
pretado por un actor o actriz que, teniendo su propia 
historia dentro de la trama, esta gira alrededor de los 
protagonistas.
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por medio de la cual se aprueba el “Acuerdo entre el 
Gobierno de la República de Colombia y el Gobierno de 
la República Francesa sobre Cooperación Financiera”, 

suscrito en Bogotá el 19 de diciembre de 2016.
El Congreso de la República

Visto el texto del “Acuerdo entre el Gobierno de la 
República de Colombia y el Gobierno de la República 

Francesa sobre Cooperación Financiera”, suscrito en 
Bogotá el 19 de diciembre de 2016.

[Para ser transcrito: Se adjunta copia fiel y completa del 
texto original del Acuerdo, certificado por la Coordinadora 
del Grupo Interno de Trabajo de Tratados de la Dirección 
de Asuntos Jurídicos Internacionales del Ministerio de 
Relaciones Exteriores, documento que reposa en los 
archivos de este Ministerio y consta de seis (6) folios].

El presente proyecto de ley consta de trece (13) 
folios.
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EXPOSICIÓN DE MOTIVOS
Del proyecto de ley, por medio de la cual se aprueba 
el “Acuerdo entre el Gobierno de la República de 
Colombia y el Gobierno de la República Francesa 
sobre Cooperación Financiera”, suscrito en 

Bogotá el 19 de diciembre de 2016.
Honorables Senadores y Representantes:
En nombre del Gobierno nacional, y en 

cumplimiento de los artículos 150 numeral 16, 
189 numeral 2, y 224 de la Constitución Política, 
presentamos a consideración del honorable 
Congreso de la República el proyecto de ley, 
por medio de la cual se aprueba el “Acuerdo 
entre el Gobierno de la República de Colombia 
y el Gobierno de la República Francesa sobre 
Cooperación Financiera”, suscrito en Bogotá el 
19 de diciembre de 2016.

I. INTRODUCCIÓN
La Cooperación internacional se ha consolidado 

a lo largo de los años como una de las herramientas 
privilegiadas por parte de los Estados para facilitar 
su inserción en las dinámicas globales y lograr 
una mayor relevancia en el sistema internacional. 
Particularmente, la cooperación internacional 
para el desarrollo es aquella que busca enfocar 
y canalizar los esfuerzos internacionales hacia 
la materialización de acciones e iniciativas que 
contribuyan al cumplimiento de los objetivos 
nacionales del Estado en materia de desarrollo 
sostenible, la mejora de la calidad de vida, 
esto alineado con los Objetivos de Desarrollo 

Sostenible y la Agenda 2030 para el Desarrollo 
Sostenible.

Con el fin de lograr este objetivo existen distintos 
tipos de cooperación, dentro de los que se resalta 
la cooperación técnica, la asistencia humanitaria, 
la cooperación triangular, y, por último, la 
cooperación financiera. Tradicionalmente, la 
cooperación financiera hace referencia a la 
aportación de recursos para la realización de 
proyectos y programas enfocados al desarrollo 
del país receptor. Se destacan así dos modalidades 
principales de cooperación financiera: En primer 
lugar, la cooperación financiera no reembolsable, 
la cual consiste en una donación de fondos que 
no obliga al país receptor a reintegrar los recursos 
al país donante. Mientras que la cooperación 
reembolsable hace referencia al otorgamiento 
de créditos o préstamos, los cuales se benefician 
de plazos largos de pago, bajos intereses y altos 
periodos de gracia.

Actualmente Colombia se encuentra en una 
situación de dualidad frente a la Cooperación 
internacional, en tanto en 2010 fue catalogada por 
el Banco Mundial como un País de Renta Media 
Alta (PMRA)1, pero aún persisten una serie de 
desafíos estructurales que se constituyen como 
barreras para que Colombia alcance un desarrollo 
sostenible. Dentro de estos cabe resaltar la 
desigualdad económica, la vulnerabilidad al 

1	 Países con una renta per cápita mayor a USD$4.126 e 
inferior a USD$12.745.
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cambio climático, acceso a servicios sociales, 
conflictos sociales entre otros.

A esta serie de condiciones de base que 
constituyen la realidad social, ambiental y 
económica del país, se debe adicionar la coyuntura 
reciente, principalmente en lo que concierne 
la implementación del Acuerdo Final para la 
Terminación del Conflicto y la Construcción de 
una Paz Estable y Duradera, firmado entre el 
Gobierno nacional y las Farc-EP. Esto, representa 
una serie de desafíos institucionales y financieros 
sin precedentes, además de una articulación entre 
todos los sectores de la sociedad colombiana y la 
comunidad internacional con el fin de implementar 
efectivamente el acuerdo.

Por estas razones, es necesario que se mantenga 
el acceso por parte de Colombia a los recursos 
de cooperación internacional para el desarrollo 
a través de la consolidación y el fortalecimiento 
de sus lazos de cooperación con sus socios 
tradicionales, así como una diversificación 
temática de la agenda de cooperación con los 
mismos.
II. LA COOPERACIÓN INTERNACIONAL 

CON LA REPÚBLICA FRANCESA
La Agencia Francesa de Desarrollo (AFD) es 

una de las entidades oficiales que tiene el gobierno 
francés para canalizar los recursos técnicos y 
financieros de los que dispone para contribuir al 
desarrollo. Su oferta de financiamiento promueve 
la expansión y mejoramiento de programas que 
contribuyan a: 1) la reducción de la pobreza; 2) 
la preservación de los recursos naturales, y, 3) 
el desarrollo económico y sostenible. La AFD 
recientemente cumplió 75 años de funcionamiento 
y tiene presencia en más de 90 países con 
compromisos de financiamiento de alrededor de 
9.400 millones de euros, apoyando más de 650 
proyectos.

• Perfil de Francia2 como Cooperante
Para 2016, Francia fue el quinto donante a 

nivel mundial al movilizar 9.5 billones de dólares 
a nivel global, lo cual representa el 0,38% de su 
INB3. Esto representó un aumento del 4,6% en 
comparación con el 2015 gracias a un aumento 
en el área de préstamos bilaterales. En el primer 
discurso del Presidente Francés (Emmanuel 
Macron) a sus embajadores el 29 de marzo de 
2017, se anunció el objetivo que para 2022 la 
Ayuda Oficial al Desarrollo ascienda al 0,5% del 
INB.

2	 Las cifras de este apartado fueron extraídas del “OECD: 
Development Cooperation Report- Data for Develop-
ment” (OECD, 2017).

3	 El Banco Mundial define el Ingreso Nacional Bruto 
como: “la suma del valor agregado por todos los produc-
tores residentes más todos los impuestos a los productos 
(menos los subsidios) no incluidos en la valuación del 
producto más las entradas netas de ingreso primario (re-
muneración de empleados e ingreso por propiedad) del 
exterior.

Entre el 2015 y el 2016, según cifras de la 
Organización para la Cooperación y el Desarrollo 
Económicos (OCDE), Colombia fue el segundo 
receptor de la AOD francesa al recibir un total de 
345 millones de dólares4, superado por Marruecos 
con 424 millones de dólares y seguido por Costa de 
Marfil (USD 287 millones), Camerún (USD 215 
millones) y Jordania (USD 212 millones). A nivel 
regional, América latina fue la segunda región 
que más recursos franceses de AOD recibió (USD 
954 millones), de los cuales Colombia recibió 
aproximadamente el 49.4%, lo que equivale al 5% 
del total de los flujos de cooperación de Francia.

• 	 Actividad de la Agencia Francesa de  
Desarrollo en Colombia

Los objetivos y enfoques de desarrollo 
priorizados por la AFD han demostrado ser 
compatibles con los que persigue Colombia, razón 
por la cual para el Gobierno nacional es de gran 
importancia poder profundizar en las relaciones de 
cooperación que ha construido con esta agencia, 
por alrededor de 8 años. Esta Agencia cuenta 
con el mandato general de apoyar el crecimiento 
verde y solidario, razón por la cual la estrategia 
de trabajo con Colombia ha estado organizada 
alrededor de tres objetivos temáticos: i) favorecer 
la convergencia y el desarrollo sostenible de los 
territorios, ii) promover las políticas de mitigación 
y adaptación al cambio climático, y iii) acompañar 
las políticas de cohesión social y reducción de 
brechas.

Una vía importante para lograr lo anterior, 
ha sido la estructuración de operaciones de 
crédito público para apoyo presupuestario (libre 
destinación) o financiamiento de proyectos, las 
cuales han estado acompañadas de programas 
de cooperación técnica no reembolsable que han 
representado importantes beneficios técnicos y de 
generación de capacidades para Colombia.

En el año 2009, se consolidó la relación en 
materia de cooperación financiera con la AFD 
a través de la estructuración de las primeras 
operaciones de crédito público, y la canalización 
de la asistencia técnica de alto valor agregado a 
través de instrumentos de donación, intercambio 
de experiencias y diálogo técnico bilateral de alto 
nivel.

Desde el punto de vista de financiación, la AFD 
pone a disposición del país las siguientes ventajas:

1. 	 Una oportunidad para diversificar las fuentes 
de financiamiento externo reembolsable de 
las entidades públicas colombianas, en línea 
con los objetivos definidos por el Ministerio 
de Hacienda y Crédito Público en su “Estra-
tegia de Deuda Pública”.

2. 	 Montos significativos de recursos de crédi-
to con condiciones financieras favorables, 
gracias a la competitividad de sus tasas de 

4	 En el año 2014, Colombia también fue el segundo recep-
tor de la AOD francesa (USD$ 472 millones). 
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interés, plazos y monedas. Así como opcio-
nes de las que dispone para realizar opera-
ciones de cobertura de riesgos de moneda y 
tasa de interés, en línea con los enfoques de 
sostenibilidad de la deuda pública que han 
caracterizado históricamente a Colombia.

3. 	 Francia cuenta con una serie de plataformas 
internacionales, a las cuales la AFD contribu-
ye a facilitar el acercamiento de países como 
Colombia, en materia de asesoría, acceso a la 
información, expertos y asistencia técnica.

4. 	 Capacidad técnica y financiera para acceso de 
las entidades públicas colombianas a los fon-
dos financieros no reembolsables de AFD, de 
la Unión Europea (UE) o de otros organismos 
financieros internacionales con los que hacen 
alianzas estratégicas para financiamiento del 
desarrollo.

5. 	 Oferta de financiamiento a entidades públicas 
sin que necesariamente exista la garantía so-
berana, facilitando de esta manera el acceso a 
financiamientos a largo plazo de otras entida-
des públicas distintas a la Nación.

En virtud de lo anterior, y en un lapso 
relativamente corto (2009-2017), la AFD se 
ha constituido en una fuente de financiamiento 
bilateral importante para la Nación, representando 
el 2.4% de la deuda externa del Gobierno nacional, 
tal como lo presenta la siguiente gráfica:
Gráfica 1. Fuentes de Financiamiento Externo 

del Gobierno nacional5

(Millones de USD – cifras a 28 de febrero  
de 2018)

Fuente: MHCP – Dirección General de Crédito 
Público y Tesoro Nacional

Entre el año 2010 y 2017, Colombia contrató 
créditos con AFD por cerca de 2.000 millones 
de dólares estadounidenses, de los cuales el 57% 
fueron destinados para financiación de la Nación, 
y el otro 43%, a otras entidades públicas, sin 
garantía soberana.

El portafolio de préstamos suscritos por la 
Nación contempla una variedad de sectores y 

5	 BIRF: Banco Internacional de Reconstrucción y Fomen-
to (entidad del Grupo Banco Mundial); BID: Banco Inte-
ramericano de Desarrollo; CAF: Corporación Andina de 
Fomento; KFW: Banco de Desarrollo de Alemania.

áreas de política reconocidas a través de créditos 
de apoyo presupuestario y libre destinación:

– 	 Descentralización (USD 140 millones)
– 	 Manejo integral de agua (USD 100 millones)
– 	 Seguridad social en salud (USD 400  

millones)
– 	 Crecimiento verde y cambio climático (€ 457 

millones)
En virtud del primer préstamo de apoyo 

presupuestario otorgado a la Nación, se apoyó la 
política de descentralización, iniciativa financiada 
junto con la Corporación Andina de Fomento 
(CAF), con la que se contrató un crédito por 
140 millones de dólares6 en el año 2010, que 
trajo consigo recursos no reembolsables para 
la implementación de los contratos Plan en 
Colombia, en coordinación con el apoyo de la 
Escuela Nacional de Administración (ENA)7 y la 
DATAR8.

En septiembre de 2011, se brindó apoyo y 
acompañamiento a la ciudad de Medellín para 
el montaje de una exposición en el Pabellón del 
Arsenal en París sobre su transformación urbana 
y social. Así mismo, facilitó el intercambio de 
colombianos con APUR, el Taller de Urbanismo de 
París, quienes brindaron apoyo para la definición 
del proyecto urbano “Medellín 2030” y realizaron 
talleres de intercambio de experiencias con los 
distritos de Bogotá y Barranquilla.

El Fondo Francés para el Medio Ambiente 
Mundial (FFEM) que trabaja desde hace 10 años 
en Colombia en el río Magdalena (en dos proyectos 
de protección de la biodiversidad en parques 
naturales), aprobó en el año 2011 un proyecto 
para el montaje de proyectos innovadores y 
replicables –por ejemplo, esquemas de pagos por 
servicios ambientales–. Este fondo también apoyó 
la implementación de mecanismos de crédito de 
venta de carbón en el departamento del Huila para 
evitar la deforestación, y en el río Magdalena para 
favorecer el reemplazo del transporte terrestre por 
el transporte fluvial. La contribución del FFEM 
para estos proyectos se eleva a 1,45 millones de 
euros.

Un siguiente crédito de libre destinación y 
apoyo presupuestario se suscribió en el 2012, como 
apoyo a la gestión integral del recurso hídrico por 
un monto de 100 millones de dólares, también 
cofinanciado por la CAF. Este cofinanciamiento 
permitió acceder a una donación para el Ministerio 
de Ambiente y Desarrollo Sostenible por 4,5 
millones de euros en 2014.

6	

7	 École Nationale d’Administration - ÉNA es la escuela 
en la que son formados altos funcionarios del gobierno 
francés. La ÉNA tiene menos de 100 graduados por año.

8	 DATAR (Délégation à l’Aménagement du Territoire et à 
l’Action Régionale) agencia encargada de definir políti-
cas de desarrollo urbano y regional.
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En el 2013, la AFD y el Banco Interamericano 
de Desarrollo (BID) cofinanciaron una operación 
de crédito de libre destinación asociada a reformas 
y acciones de política implementadas por el país en 
materia de protección social. El préstamo de AFD 
al Gobierno nacional ascendió a 400 millones 
de dólares, y aún se encuentra en ejecución un 
programa de cooperación técnica que ha permitido 
valorar la experiencia francesa en diferentes 
temáticas como el control y regulación de los 
medicamentos y el plan obligatorio de salud.

En el año 2015, se aprobó un proyecto de 
movilidad sostenible en la ciudad de Santiago de 
Cali: el Corredor Verde, uno de los proyectos pilotos 
del Nationally Appropriate Mitigation Action 
(NAMA) y del Transit Oriented Development 
(TOD), el cual aparece como la columna vertebral 
del nuevo modelo de desarrollo Urbano propuesto 
por el Plan de Ordenamiento Territorial de ese 
municipio. Este proyecto busca el mejoramiento de 
la calidad de los espacios públicos, densificación 
urbana, preservación del medio ambiente urbano 
y, por último, mejoramiento de los sistemas de 
transporte público y transportes limpios. Su 
segunda etapa comprende una actuación integral 
en la vía del ferrocarril del Corredor Verde (18,8 
km) e incluso la conexión con la carrera séptima.

Durante este mismo año, se estructuró un 
programa de tres fases bajo la modalidad de apoyo 
presupuestario y libre disponibilidad, asociado a 
la política de clima y desarrollo sostenible. Una 
primera fase se ejecutó con la firma del primer 
préstamo por un monto de 275 millones de euros, 
y una segunda fase en diciembre de 2016 por 
182 millones de euros; la tercera fase, por 200 
millones de euros, se tiene prevista para ejecución 
en el 2018. Asociados a este programa, AFD ha 
canalizado recursos de donación para Colombia, a 
través del DNP, por más de 7.8 millones de euros, 
en virtud de los cuales la AFD ha apoyado el 
financiamiento de la Misión de Crecimiento Verde 
y ha puesto a disposición del país experiencia 
altamente calificada para retroalimentar y 
contribuir a los trabajos técnicos adelantados por 
esta Misión.

En el año 2017, se estructuró una operación 
de crédito de libre destinación y apoyo 
presupuestario por 200 millones de euros, que 
reconoció un conjunto de acciones de política 
en materia de desarrollo integral en el marco 
del proceso de construcción de paz, emprendido 
por el Gobierno nacional y que financiará el 
conjunto del presupuesto general de la nación 
de la vigencia 2018. En junio de 2017, en el 
marco del año Francia-Colombia, Francia fue 
el país invitado de honor al Foro de la Salud y 
para la 24º versión del Foro Farmacéutico de la 
Asociación Nacional de Industriales de la ANDI, 
la AFD financió la participación de tres expertos 
franceses que participaron como panelistas en 
dicho evento.

Por otra parte, el país se ha beneficiado de 
otros fondos o fuentes de apoyo técnico de los 
que dispone Francia, tales como el Fondo de 
Movilización de la Experticia Francesa (FEXTE) 
para asuntos de energías renovables, transporte 
ferroviario, transporte y catastro.

Es importante destacar que la opción de 
financiamiento y apoyo de la AFD ha sido 
bien recibida por las entidades tanto del orden 
nacional, como territoriales y descentralizadas, 
quienes se han beneficiado de créditos en 
condiciones financieras competitivas, sin 
necesidad de tener la garantía soberana para 
el efecto. En el marco de lo anterior, se han 
suscrito préstamos externos para:

– 	 Empresas Públicas de Medellín (EPM): Fi-
nanciación del plan de inversiones 2009-2013 
en proyectos de crecimiento y expansión 
relacionados con negocios de generación, 
transmisión y distribución de energía y gas 
(USD 338 millones).

– 	 Municipio de Medellín: Corredores verdes 
para Medellín, particularmente obras corre-
dor Ayacucho, obras cable El Pinal y obras 
cable Villa Liliam (USD 250 millones).

– 	 Findeter: Programa de financiación de pro-
yectos de servicios públicos (USD 191 mi-
llones).

– 	 Departamento de Antioquia: Financiación 
parcial del plan de desarrollo “Antioquia la 
más educada” (USD 70 millones).

III. ACUERDO ENTRE EL GOBIERNO 
DE LA REPÚBLICA DE COLOMBIA 

Y EL GOBIERNO DE LA REPÚBLICA 
FRANCESA SOBRE COOPERACIÓN 

FINANCIERA
La suscripción del Acuerdo entre el Gobierno 

de la República de Colombia y el Gobierno 
de la República Francesa sobre Cooperación 
Financiera, fue el resultado de un trabajo conjunto 
entre ambas Partes por más de seis años.

El Acuerdo consta de 15 artículos, cada uno de 
los cuales se describe brevemente a continuación:

Artículo 1°: Define el objeto del Acuerdo, 
para establecer el marco jurídico que regirá la 
Cooperación Financiera entre los Gobiernos 
firmantes para la financiación de actividades de 
desarrollo.

Artículo 2°: Establece las bases de la 
cooperación financiera, así como los procedi-
mientos aplicables. Se definen además las 
obligaciones de las Entidades participantes, las 
cuales figuran de la siguiente manera:

i. 	 El Ministerio de Relaciones Exteriores de 
la República de Colombia como órgano con 
competencia para el diseño y ejecución de la 
política exterior quien realizará el acompaña-
miento a la ejecución del programa de coope-
ración.
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ii. 	 La Agencia Presidencial de Cooperación In-
ternacional de Colombia, APC-Colombia, la 
cual además de su misión9 deberá trabajar 
en coordinación con el Departamento Na-
cional de Planeación para gestionar las fi-
nanciaciones no reembolsables relacionadas 
con créditos.

iii. 	 El Departamento Nacional de Planeación y 
el Ministerio de Hacienda y Crédito Público 
serán los encargados de la autorización y/o 
registro de la Cooperación Financiera ges-
tionado por otras entidades, rembolsable sin 
garantía soberana, así como de la negocia-
ción coordinación y definición del alcance 
técnico, fiscal y financiero de la Cooperación 
Financiera reembolsable (créditos) con ga-
rantía soberana.

De la misma manera se establece en este artículo 
que las Partes podrán acordar las prioridades y 
objetivos de las Medidas de Desarrollo mediante 
mecanismo de Consulta sobre cooperación 
financiera luego de la cual se levantará un Acta 
Final.

Artículo 3°: Define los instrumentos de 
cooperación y financiación que se emplearán entre 
ambas Partes para el desarrollo de la esencia del 
presente acuerdo. Se definen además los actores 
involucrados en el acuerdo en cuestión: Entidad 
Ejecutora Francesa, Prestatario, Entidad Ejecutora 
Colombiana, Destinatario, etc.

Artículo 4°: Detalla en qué consisten y cómo 
se aplican las Medidas de Desarrollo, así mismo, 
aclarando que las Partes podrán firmar acuerdos 
complementarios sobre una o más Medidas de 
Desarrollo.

Artículo 5°: Explica los términos y las opciones 
disponibles de financiación tanto por recursos de 
crédito o reembolsables, como de cooperación no 
reembolsable.

Artículo 6°: Describe las prestaciones 
disponibles y obligaciones por el Gobierno de la 
República Francesa que se derivan de las Medidas 
de Desarrollo ofrecidas a la Nación y a otras 
entidades públicas colombianas.

Artículo 7°: Establece un conjunto de 
prestaciones y obligaciones de la Parte colombiana 
en torno a la ejecución del acuerdo.

Artículo 8°: Se definen los casos en los que se 
requiere o no la Garantía de la Nación. Resaltando 
dos casos de convenios de préstamo: 1) entidad 
pública diferente a la República de Colombia 
que cuente con garantía soberana; 2) entidad 

9	 Se establece como misión de APC-Colombia: gestionar, 
orientar y coordinar técnicamente la cooperación inter-
nacional pública, privada, técnica y financiera no reem-
bolsable que reciba y otorgue el país; así como ejecutar, 
administrar y apoyar la canalización y ejecución de re-
cursos, programas y proyectos de cooperación interna-
cional, atendiendo los objetivos de política exterior y 
el Plan Nacional de Desarrollo.

pública distinta de la República de Colombia 
que no cuente con garantía soberana. 3) Frente 
a la cooperación financiera no reembolsable la 
Entidad Ejecutora Colombiana garantizará a la 
Entidad Ejecutora Francesa el cumplimiento de 
las obligaciones previstas en los Convenios de 
Aportación Financiera.

Artículo 9°: Establece la posibilidad de 
sustituir las Medidas de Desarrollo con previo 
consentimiento de las Partes.

Artículo 10: Explica cada uno de los 
privilegios e inmunidades que tendrá el personal 
cooperante, el Director y Subdirector de la AFD, 
vinculados al Gobierno de la República Francesa 
para la ejecución que prevé el presente acuerdo. 
Especificando que el “personal cooperante”, 
incluido el representante de la AFD, gozará 
de los privilegios e inmunidades previstos 
en la Convención de Viena sobre Relaciones 
Diplomáticas de 1961 para el personal técnico y 
administrativo.

Artículo 11: Establece la necesidad de notificar 
al Gobierno de la República de Colombia previo 
al aumento de efectivos del personal cooperante.

Artículo 12: Establece el cumplimiento, por 
parte del personal cooperante amparado por el 
presente acuerdo, de la legislación vigente en el 
territorio colombiano.

Artículo 13: Señala que el acuerdo entre los 
Gobiernos de la República Francesa y Colombia 
para el establecimiento de la Agencia Francesa de 
Desarrollo y Proparco, celebrado el 18 de abril 
de 2012, no entrará en vigor y por ende no será 
jurídicamente vinculante para las Partes.

Artículo 14: Define el mecanismo para la 
resolución de controversias que surjan en la 
interpretación o desarrollo del presente acuerdo.

Artículo 15: Puntualiza sobre las disposiciones 
finales, alusivas a la entrada en vigor, modifi-
caciones, duración y terminación del presente 
acuerdo.

IV. CONSIDERACIONES SOBRE LA 
APROBACIÓN DEL ACUERDO DE 

COOPERACIÓN FINANCIERA
La aprobación del proyecto de ley por medio de 

la cual se aprueba el “Acuerdo entre el Gobierno 
de la República de Colombia y el Gobierno 
de la República Francesa sobre Cooperación 
Financiera”, es trascendental, necesaria y 
provechosa para Colombia por las siguientes 
razones:

• 	 Según lo establecido en el Plan Nacional de 
Desarrollo “Todos por un nuevo país” 2014-
2018 el sector de las Relaciones Exteriores 
tiene el propósito de promover y asegurar los 
intereses nacionales a través de la política 
exterior y la cooperación internacional me-
diante el fortalecimiento y la diversificación 
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geográfica y temática de la política exterior 
y la priorización geográfica y temática de la 
cooperación internacional. En este sentido, 
el Gobierno nacional fortalece sus lazos de 
cooperación con socios tradicionales como la 
República Francesa e introduce nuevas líneas 
de cooperación orientadas al desarrollo sos-
tenible y la lucha contra el cambio climático, 
como eje transversal del Plan de Gobierno.

• 	 El Acuerdo brindará predictibilidad al apo-
yo financiero de Francia dotando de capa-
cidades a la institucionalidad colombiana 
para enfrentar los desafíos ligados con la 
implementación del Acuerdo para la Ter-
minación del Conflicto y la Construcción 
de una Paz Estable y Duradera, además 
de cumplir con los Objetivos de Desarrollo 
Sostenible y la Agenda 2030 para el Desa-
rrollo Sostenible.

• 	 Con la entrada en vigor del Acuerdo, se in-
tensificarán las relaciones de cooperación fi-
nanciera con Francia y la Unión Europea en 
general.

• 	 Este acuerdo es producto de un trabajo in-
tensivo y coordinado entre varias entidades 
del Gobierno de Colombia y del Gobierno 
de la República Francesa. Como se aprecia 
en este documento, en menos de 10 años la 
AFD ha logrado canalizar recursos impor-
tantes para contribuir con el desarrollo del 
país.

• 	 De esta manera, la suscripción de este Acuer-
do nace de la voluntad de los Gobiernos por 
establecer el marco jurídico que regirá las 
actividades de cooperación financiera, las 
cuales se enmarcan de una compatibilidad y 
alineación entre los objetivos de política ex-
terior y de la política de desarrollo de ambos 
Gobiernos.

• 	 Este acuerdo también es de gran importancia 
para facilitar las condiciones bajo las cuales 
operará la AFD en el territorio nacional, así 
como para contribuir a la expansión de sus 
servicios al interior del país, por medio del 
establecimiento de un conjunto de privile-
gios, inmunidades y facilidades.

En resumen, con la materialización del presente 
acuerdo se reforzarán los distintos mecanismos de 
cooperación técnica y financiera entre el Gobierno 
de la República Francesa y la República de 
Colombia, otorgando perspectiva de largo plazo a 
la alianza y la relación de intercambio provechoso 
entre ambos Estados.

Por las anteriores consideraciones, el Gobierno 
nacional, a través de la Ministra de Relaciones 
Exteriores y del Ministro de Hacienda y Crédito 
Público, solicita al honorable Congreso de 
la República aprobar el proyecto de ley, por 
medio del cual se aprueba el “Acuerdo entre 

el Gobierno de la República de Colombia y 
el Gobierno de la República Francesa sobre 
Cooperación Financiera”, suscrito en Bogotá el 
19 de diciembre de 2016.

De los honorables Congresistas,

RAMA EJECUTIVA DEL PODER PÚBLICO
PRESIDENCIA DE LA REPÚBLICA

Bogotá, D. C., 26 de abril de 2018
Autorizado. Sométase a la consideración del 

Honorable Congreso de la República para los 
efectos constitucionales

(Fdo.) JUAN MANUEL SANTOS CALDERÓN
La Ministra de Relaciones Exteriores,

(Fdo.) María Ángela Holguín Cuéllar.
DECRETA:

Artículo primero. Apruébase el “Acuerdo 
entre el Gobierno de la República de Colombia 
y el Gobierno de la República Francesa sobre 
Cooperación Financiera”, suscrito en Bogotá el 
19 de diciembre de 2016.

Artículo segundo. De conformidad con lo 
dispuesto en el artículo 1° de la Ley 7ª de 1944, 
el “Acuerdo entre el Gobierno de la República de 
Colombia y el Gobierno de la República Francesa 
sobre Cooperación Financiera”, suscrito en 
Bogotá el 19 de diciembre de 2016, que por el 
artículo primero de esta ley se aprueba, obligará 
a la República de Colombia a partir de la fecha 
en que se perfeccione el vínculo internacional 
respecto del mismo.

Artículo tercero. La presente ley rige a partir de 
la fecha de su publicación.

Dada en Bogotá, D. C., a…
Presentado al honorable Congreso de la 

República por la Ministra de Relaciones Exteriores 
y el Ministro de Hacienda y Crédito Público.

LEY 424 DE 1998
(enero 13)

por la cual se ordena el seguimiento a los 
convenios internacionales suscritos por 

Colombia.
El Congreso de Colombia

DECRETA:
Artículo 1º. El Gobierno Nacional a través 

de la Cancillería presentará anualmente a las 
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Comisiones Segundas de Relaciones Exteriores 
de Senado y Cámara, y dentro de los primeros 
treinta días calendario posteriores al período 
legislativo que se inicia cada 20 de julio, un 
informe pormenorizado acerca de cómo se están 
cumpliendo y desarrollando los Convenios 
Internacionales vigentes suscritos por Colombia 
con otros Estados.

Artículo 2º. Cada dependencia del Gobierno 
Nacional encargada de ejecutar los Tratados 
Internacionales de su competencia y requerir 
la reciprocidad en los mismos, trasladará 
la información pertinente al Ministerio de 
Relaciones Exteriores y este, a las Comisiones 
Segundas.

Artículo 3º. El texto completo de la presente ley 
se incorporará como anexo a todos y cada uno de 
los Convenios Internacionales que el Ministerio 
de Relaciones Exteriores presente a consideración 
del Congreso.

Artículo 4º. La presente ley rige a partir de su 
promulgación.

El Presidente del honorable Senado de la 
República.

Amylkar Acosta Medina.
El Secretario General del honorable Senado de 

la República,
Pedro Pumarejo Vega.

El Presidente de la honorable Cámara de 
Representantes,

Carlos Ardila Ballesteros.
El Secretario General de la honorable Cámara 

de Representantes,
Diego Vivas Tafur.

REPÚBLICA DE COLOMBIA  
GOBIERNO NACIONAL

Publíquese y ejecútese.
Dada en Santa Fe de Bogotá, D. C., a 13 de 

enero de 1998.
ERNESTO SAMPER PIZANO

La Ministra de Relaciones Exteriores,
María Emma Mejía Vélez.

SENADO DE LA REPÚBLICA
SECRETARÍA GENERAL

Tramitación de Leyes
Bogotá, D. C., 6 de agosto de 2018
Señor Presidente:
Con el fin de repartir el Proyecto de ley 

número 80 de 2018 Senado, por medio de la 
cual se aprueba el “Acuerdo entre el Gobierno 
de la República de Colombia y el Gobierno 
de la República Francesa sobre Cooperación 
Financiera”, suscrito en Bogotá el 19 de 
diciembre de 2016, me permito remitir a su 

Despacho el expediente de la mencionada 
iniciativa, presentada en el día de hoy ante la 
Secretaría General del Senado de la República 
por la Ministra de Relaciones Exteriores, doctora 
María Ángela Holguín Cuéllar, Ministro de 
Hacienda y Crédito Público, doctor Mauricio 
Cárdenas Santamaría. La materia de que trata el 
mencionado proyecto de ley es competencia de la 
Comisión Segunda Constitucional Permanente 
del Senado de la República, de conformidad 
con las disposiciones constitucionales y legales.

El Secretario General,
Gregorio Eljach Pacheco. 

PRESIDENCIA DEL HONORABLE  
SENADO DE LA REPÚBLICA

Bogotá, D. C., 6 de agosto de 2018
De conformidad con el informe de Secretaría 

General, dese por repartido el precitado proyecto 
de ley a la Comisión Segunda Constitucional y 
envíese copia del mismo a la Imprenta Nacional 
para que sea publicado en la Gaceta del Congreso.

Cúmplase.
El Presidente del honorable Senado de la 

República,
Ernesto Macías Tovar.

El Secretario General del honorable Senado de 
la República,

Gregorio Eljach Pacheco.
* * *

PROYECTO DE LEY NÚMERO 81 DE 2018 
SENADO

por medio de la cual se aprueba el “Convenio entre el 
Gobierno de la República de Colombia y el Gobierno 
de la República Italiana para la eliminación de la 
doble tributación con respecto a los impuestos sobre 
la renta y la prevención de la evasión y elusión 
tributarias” y su “Protocolo”, suscritos en Roma, el 

26 de enero de 2018.
El Congreso de la República

Visto el texto del “Convenio entre el Gobierno 
de la República de Colombia y el Gobierno de la 
República Italiana para la eliminación de la doble 
tributación con respecto a los impuestos sobre 
la renta y la prevención de la evasión y elusión 
tributarias” y su “Protocolo”, suscritos en Roma, 
el 26 de enero de 2018.

[Para ser transcrito: Se adjunta copia fiel 
y completa del texto original en español del 
Convenio, certificado por la Coordinadora del 
Grupo Interno de Trabajo de Tratados de la 
Dirección de Asuntos Jurídicos Internacionales del 
Ministerio de Relaciones Exteriores, documento 
que reposa en los archivos de ese Ministerio y 
consta de cuarenta y cinco (45) folios].

El presente proyecto de ley consta de treinta y 
cuatro (34) folios.
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EXPOSICIÓN DE MOTIVOS
Del proyecto de ley, por medio de la cual se 

aprueba el “Convenio entre el Gobierno de la 
República de Colombia y el Gobierno de la República 
Italiana para la eliminación de la doble tributación 
con respecto a los impuestos sobre la renta y la 
prevención de la evasión y elusión tributarias” y su 
“Protocolo”, suscritos en Roma, el 26 de enero de 
2018.

Honorables Senadores y Representantes:
En nombre del Gobierno nacional, y de 

conformidad con los artículos 150 numeral 16, 
189 numeral 2, y 224 de la Constitución Política, 
presentamos a consideración del honorable Congreso 
de la República el proyecto de ley, por medio de la 
cual se aprueba el “Convenio entre el Gobierno de la 
República de Colombia y el Gobierno de la República 
Italiana para la Eliminación de la Doble Tributación 
con respecto a los Impuestos sobre la Renta y la 
Prevención de la Evasión y Elusión Tributarias” y su 
“Protocolo”, suscritos en Roma, el 26 de enero de 
2018.

I. INTRODUCCIÓN
El presente Convenio, suscrito entre la República 

de Colombia y la República Italiana el 26 de enero 
de 2018, tiene por objeto evitar la doble tributación 
en materia del impuesto sobre la renta, sin generar 
oportunidades para la doble no imposición o para la 
imposición reducida a través de la evasión o elusión 
tributarias. Así las cosas, el preámbulo del tratado 
incluye la declaración explícita de los Estados 
firmantes en el sentido de que parte del objeto y 
propósito del tratado es evitar generar situaciones 
de doble no imposición o de imposición reducida a 
través de la evasión y la elusión fiscales, incluyendo 
el denominado treaty shopping (concepto que se 
refiere a las estrategias mediante las cuales un sujeto, 
residente en un tercer Estado no contratante, pretende 
aprovecharse de los beneficios que, en virtud del 
convenio celebrado por los Estados parte, solo resultan 
aplicables a los residentes de dichos Estados parte).

II. LA DOBLE TRIBUTACIÓN 
INTERNACIONAL

La doble tributación jurídica internacional puede 
definirse, en términos generales, como la imposición 
de tributos similares (concurrencia de normas 
impositivas), en dos o más Estados, a un mismo sujeto 
pasivo (contribuyente), respecto de un mismo hecho 
generador (materia imponible), durante un mismo 
período. El fenómeno de la doble tributación jurídica 
internacional se da más comúnmente cuando el Estado 
en el que reside una persona (Estado de la residencia) 
grava sus ingresos, independientemente del lugar en 
el que se hayan obtenido tales ingresos, mientras que 
el Estado en que se generan dichos ingresos (Estado 
de la fuente) también impone tributos sobre los 
mismos. Este fenómeno es conocido por la doctrina 
especializada como conflicto residencia-fuente.

Ahora bien, la doble tributación jurídica 
internacional también se puede presentar como 
consecuencia de los llamados conflictos fuente-

fuente y residencia-residencia. El primero de dichos 
conflictos surge, principalmente, por la diferente 
conceptualización de la renta en los distintos sistemas 
legales, cuestión que ha llevado a dos o más Estados 
a caracterizar como de fuente nacional una misma 
renta o patrimonio, de tal suerte que su titular termina 
estando sometido a tributación en dos o más Estados 
que tratan dicha renta y/o patrimonio como surgido 
en cada uno de ellos. El segundo de los mencionados 
conflictos se presenta por la existencia de múltiples 
definiciones del concepto de residencia en distintas 
jurisdicciones, situación que ha suscitado que dos o 
más Estados consideren a un mismo sujeto pasivo 
como residente de su territorio y sometan a imposición 
la totalidad de su renta y/o de su patrimonio.

III. LOS ACUERDOS PARA EVITAR LA 
DOBLE TRIBUTACIÓN Y PREVENIR LA 

EVASIÓN FISCAL – ASPECTOS GENERALES
A principios del siglo pasado, los Estados con 

mayor flujo de transacciones transfronterizas y sus 
residentes empezaron a reconocer que la existencia 
de la doble tributación internacional constituía 
un obstáculo para los flujos de rentas y el libre 
movimiento de capital, bienes, servicios y personas 
de un Estado a otro. Desde ese entonces se ha 
reconocido que la doble carga fiscal, sumada a la 
incertidumbre generada por la frecuente modificación 
de las reglas aplicables en materia impositiva en cada 
Estado, no solo desestimulan la inversión extranjera 
y distorsionan el comercio internacional, sino 
que también afectan la decisión de inversionistas, 
exportadores e importadores de reinvertir y continuar 
canalizando sus bienes y servicios a través de un 
mercado particular.

Por estas razones y con el objeto de mitigar los 
efectos adversos asociados a la sobreimposición 
internacional, los Estados comenzaron a generar 
nuevas reglas de derecho para aliviar los efectos de 
la doble tributación jurídica internacional. Dicha 
normativa se ha concretado en dos mecanismos 
básicos, uno unilateral, consagrado en la legislación 
interna de los Estados, y otro bilateral, desplegado 
a través de los acuerdos internacionales para evitar 
la doble tributación y prevenir la evasión fiscal (en 
adelante ADT).

Uno de los mecanismos unilaterales más 
comúnmente utilizados para eliminar la doble 
tributación internacional es el de imputación, crédito 
o descuento tributario. Conforme a este mecanismo, 
los impuestos pagados en un Estado por un residente 
de otro Estado, pueden ser descontados (restados) 
del impuesto a pagar sobre esas mismas rentas o 
patrimonio en ese otro Estado. Este mecanismo alivia 
la doble tributación con cargo exclusivamente al 
recaudo del Estado de la residencia del contribuyente 
(“Estado de la residencia”), y en muchas ocasiones 
solo parcialmente, pues el descuento del impuesto 
pagado en el extranjero solo es procedente para ciertos 
contribuyentes y para cierta clase de ingresos, y solo 
se permite hasta cierto límite (que generalmente 
corresponde al monto del impuesto generado sobre 
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esa misma renta o patrimonio en el Estado de 
residencia)1.

Con el fin de compartir la carga asumida al aliviar 
la doble tributación, y buscando garantizar mayor 
certeza jurídica en materia impositiva respecto 
de las operaciones transfronterizas, en muchas 
ocasiones, los Estados han preferido solucionar los 
problemas frecuentemente encontrados en materia 
de doble tributación jurídica internacional mediante 
el uso de mecanismos bilaterales consignados en los 
ADT. En efecto, los ADT se han erigido en torno a 
modelos institucionales y han proliferado en las 
últimas décadas gracias a que no solo permiten 
aclarar, normalizar y garantizar la situación fiscal 
de los sujetos pasivos mediante instrumentos 
con alta vocación de permanencia, como son los 
tratados internacionales, sino que además facultan 
a los Estados para implementar soluciones comunes 
en idénticos supuestos de doble tributación, en 
condiciones de equidad y reciprocidad, y atendiendo 
a la conveniencia de los Estados parte en el tratado.

Es así como los ADT han demostrado ser 
instrumentos eficaces para la eliminación de la doble 
tributación internacional producto del conflicto 
residencia-fuente, toda vez que mediante ellos se 
pueden (i) establecer eventos en los que un solo 
Estado grava determinada renta, eliminando la doble 
imposición de plano, o (ii) pactar una tributación 
compartida, limitando, en la mayoría de los casos, 
la tarifa del impuesto generado en el Estado en el 
que se genera el ingreso (“Estado de la fuente”) y 
permitiéndole al contribuyente pedir en el Estado de 
la residencia el descuento por el impuesto pagado en 
el Estado de la fuente, eliminándose también así la 
doble tributación. Los ADT también han demostrado 
ser mecanismos idóneos para eliminar la doble 
tributación jurídica resultante de un buen número de los 
conflictos fuente-fuente y residencia-residencia, toda 
vez que consagran, de un lado, definiciones comunes 
a los dos Estados (incluidas ciertas definiciones de 
fuente, como en el caso de las rentas por intereses 
y por regalías) y, del otro, reglas para determinar la 
residencia de las personas, respectivamente.2

Además de ser mecanismos eficaces para evitar la 
doble tributación a la que están expuestos los sujetos 
involucrados en transacciones transfronterizas, los 
ADT sirven para mitigar los riesgos de subimposición, 
promoviendo la cooperación y el intercambio de 
información entre Estados. En efecto, los ADT 
generalmente contienen disposiciones contra la no 

1	 El mecanismo de crédito o descuento tributario se en-
cuentra actualmente contemplado en la legislación co-
lombiana en el artículo 254 del Estatuto Tributario.

2	 En relación con este punto es importante resaltar que los 
ADT se limitan a consagrar las disposiciones mediante 
las cuales se busca evitar o aliviar la doble tributación. 
En este sentido, los ADT no tienen incidencia en los ele-
mentos de determinación del tributo, tales como costos 
o deducciones, ni pueden interpretarse o utilizarse para 
crear exenciones de impuestos ni, por efecto del tratado, 
generar una doble no imposición en ambos Estados con-
tratantes.

discriminación entre nacionales y extranjeros, así 
como mecanismos de resolución de controversias 
relacionadas con la aplicación e interpretación del 
ADT, mediante un procedimiento amistoso que 
se adelanta entre las autoridades tributarias de los 
Estados parte del ADT. Además, los ADT promueven 
la cooperación internacional a través de mecanismos 
como el intercambio de información tributaria entre 
administraciones fiscales, cuyo objeto es combatir la 
evasión y elusión en el plano fiscal, contribuyendo así 
a evitar la erosión de las bases tributarias y el traslado 
indebido de utilidades al exterior que disminuyen la 
carga impositiva de quienes tienen mayor capacidad 
contributiva.

En resumen, con la suscripción de los ADT los 
Estados buscan alcanzar un justo medio entre el 
control tributario y el ofrecimiento de mecanismos 
fiscales para aminorar los efectos adversos al comercio 
producto de la excesiva imposición.

IV. LOS ADT EN COLOMBIA
Desde 2005, el Ministerio de Hacienda y Crédito 

Público, MHCP, y la Dirección de Impuestos y 
Aduanas Nacionales, DIAN, iniciaron el análisis de los 
temas que atañen a la doble tributación internacional, 
habiendo logrado negociar y firmar los primeros ADT 
suscritos por Colombia, partiendo principalmente 
del modelo auspiciado por la OCDE y usando como 
base en ciertos aspectos puntuales el modelo acogido 
por la Organización de Naciones Unidas, ONU. 
Estos modelos han tenido una gran influencia en la 
negociación, aplicación e interpretación de los ADT a 
nivel mundial y su uso se ha extendido prácticamente 
a todos los Estados, en tanto son permanentemente 
estudiados, analizados, considerados, discutidos y 
actualizados, en respuesta a los continuos procesos 
de globalización y liberalización de las economías a 
nivel mundial.

Además, los ADT han sido reconocidos como 
instrumentos que contribuyen a la promoción tanto del 
flujo de inversión extranjera hacia Colombia, como 
de inversión de colombianos hacia el exterior; flujos 
de inversión, ambos, que fueron señalados como uno 
de los lineamientos estratégicos dentro de la política 
de inserción y relevancia internacional del país en los 
últimos dos Planes de Desarrollo.

No obstante lo anterior, Colombia ha concluido 
relativamente pocos ADT, contando hasta ahora con 
solo 10 instrumentos en vigor –la Decisión 578 de 
2004 mediante la cual se alivia la doble tributación 
con los países miembros la CAN (Bolivia, Ecuador 
y Perú), y los ADT con España (Ley 1082 de 2006), 
Chile (Ley 1261 de 2008), Suiza (Ley 1344 de 2009), 
Canadá (Ley 1459 de 2011), México (Ley 1568 de 
2012), Corea del Sur (Ley 1667 de 2013), India (Ley 
1668 de 2013), República Checa (Ley 1690 de 2013) 
y Portugal (Ley 1692 de 2013)–3. Así, el número 
de ADT suscritos por Colombia representa tan solo 

3	 Colombia suscribió ADT con Francia y el Reino Unido, 
actualmente en trámite de aprobación por parte del Con-
greso de la República, y un ADT con Emiratos Árabes 
Unidos.
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el 0.33% del stock mundial (estimando que en el 
mundo actualmente existen aproximadamente más 
de 3.000 ADT en vigor)4. Es más, si se compara el 
número de ADT actualmente vigentes en Colombia 
con el número de aquellos firmados y en vigor 
en varios de los países de la región con sistemas 
tributarios similares al colombiano5, se aprecia 
que solo Perú tiene un número de ADT inferior, 
con tan solo 7 ADT vigentes. Esta situación, puede 
eventualmente crear una desventaja para Colombia 
no solo a nivel regional sino mundial, ya que algunos 
inversionistas extranjeros se pueden estar viendo 
obligados a competir en el mercado colombiano con 
los sobrecostos asociados a la doble imposición, a 
la vez que inversionistas colombianos en el exterior 
se encuentran compitiendo en algunos mercados del 
mundo en condiciones desfavorables y de distorsión.

Por estas razones y en línea con lo establecido en 
el Reporte Final de acción 6 del Proyecto OCDE/G20 
sobre la Erosión de la Base Imponible y el Traslado de 
Beneficios (BEPS, por sus siglas en inglés), Colombia 
ha emprendido la búsqueda de mercados relevantes 
para negociar tratados con países donde efectivamente 
exista un riesgo de doble tributación, por contar con 
un sistema tributario similar al colombiano y con 
tarifas impositivas equivalentes a las colombianas.

Inspirado en los modelos de la OCDE y de la ONU, 
y en sus correspondientes Comentarios oficiales, el 
Gobierno colombiano ha elaborado una propuesta de 
ADT que incluye algunas variaciones con el fin de 
responder adecuadamente a los intereses y al sistema 
tributario colombiano, texto que en esta oportunidad 
sirvió de base para negociar un ADT con la República 
Italiana.
V. CONVENIO ENTRE EL GOBIERNO DE LA 
REPÚBLICA DE COLOMBIA Y EL GOBIERNO 
DE LA REPÚBLICA ITALIANA PARA LA 
ELIMINACIÓN DE LA DOBLE TRIBUTACIÓN 
CON RESPECTO A LOS IMPUESTOS 
SOBRE LA RENTA Y LA PREVENCIÓN DE 
LA EVASIÓN Y ELUSIÓN TRIBUTARIAS – 

ASPECTOS GENERALES
Italia es un socio comercial importante para 

Colombia en términos globales y dentro de la Unión 
Europea. Según cifras del Banco de la República, 
la inversión extranjera directa acumulada de Italia 
en Colombia en los últimos 10 años fue de 432,1 
millones de dólares6.

4	 KOBETSKY, MICHAEL. International Taxation of Per-
manent Establishments: Principles and Policy. Cambrid-
ge University Press, Cambridge, 2011. p. 1.

5	 Actualmente, Argentina tiene 21 ADT vigentes, Brasil y 
Chile tienen 32 ADT vigentes cada uno, Ecuador tiene 
17, México tiene 55 y Venezuela tiene 31.  La compara-
ción del número de ADT de Colombia con el de países 
como Panamá, Costa Rica, Paraguay, Bolivia y Uruguay 
no procede, toda vez que estos últimos tienen un sistema 
tributario de renta territorial (por oposición al sistema tri-
butario de renta mundial vigente en Colombia).

6	 Periodo comprendido: 2008 a 2017 (cifras de 2016 y 
2017 provisionales). Banco de la República (2018) Flu-
jos de inversión directa – balanza de pagos [Online] 

De otro lado, en el 2016, Italia fue el decimosexto 
destino de las exportaciones colombianas y, de 
acuerdo con las cifras de comercio total bilateral entre 
los dos países, fue el decimocuarto socio comercial 
más importante a nivel mundial y el cuarto dentro 
de la Unión Europea7. En efecto, en 2016, las 
exportaciones de Colombia a Italia ascendieron a 439 
millones de dólares y el comercio bilateral entre los 
dos países fue de 1.168 millones de dólares.8 Los 
principales productos que Colombia exporta a Italia 
son carbón, banano, café, productos de industria 
liviana y petróleo; en cuanto a importaciones, los 
productos más importantes traídos a Colombia desde 
Italia son maquinaria, y derivados de química básica, 
industria liviana, metalurgia y agroindustriales9.

Por otra parte, un análisis económico comparado 
entre Italia y Colombia muestra similitudes y 
diferencias interesantes entre los dos países. De un 
lado, el PIB de Colombia viene creciendo anualmente 
en un mayor porcentaje que el de Italia en los 
últimos años. Entre el 2014 y el 2016, el crecimiento 
promedio anual del PIB de Colombia fue de 3,2% 
mientras que el de Italia fue de apenas 0,7%. Sin 
embargo, la producción italiana supera en más de 
seis veces la colombiana, lo que, sumado al hecho 
de que la población de Italia es de aproximadamente 
12 millones de personas más que la de Colombia, 
implica que en términos de PIB e ingresos per cápita 
los italianos nos llevan amplia ventaja10.

En efecto, en términos de PIB corriente per cápita, 
Colombia muestra una cifra que en promedio ha sido 
de $6,587 USD en los últimos tres años. Italia, por su 
parte, ha tenido un PIB corriente per cápita de $32.076 
USD, en promedio, durante esos mismos años11. 
Este indicador es clave en este análisis comparativo 
toda vez que permite medir el poder adquisitivo del 
ciudadano colombiano frente al italiano, así como los 

Disponible en: http://www.banrep.gov.co/es/inversion-
directa  [13 mar. 2018]. 

7	 OEE Mincit (2018) Colombia: Estadísticas de comercio 
exterior enero-noviembre de 2017, MinCit: Bogotá. Min-
Cit (2018) Perfiles económicos y comerciales por países 
[Online] Disponible en:  http://www.mincit.gov.co/ [20 
feb. 2018]

8	 Es así como, la balanza comercial de Colombia con res-
pecto a Italia fue deficitaria en 296,2 y 289,9 millones de 
dólares, para el 2015 y 2016, respectivamente.

9	 OEE Mincit (2018) Colombia: Estadísticas de comercio 
exterior enero-noviembre de 2017, Mincit: Bogotá. Min-
cit (2018) Perfiles económicos y comerciales por países 
[Online] Disponible en:  http://www.mincit.gov.co/ [20 
feb. 2018] 

10	 World Bank (2018) Databank: World Development In-
dicators [Online] Disponible en: http://databank.world-
bank.org/data/reports.aspx?source=world-develop-
ment-indicators#selectedDimension_DBList

	 [20 feb. 2018]  
11	 World Bank (2018) Databank: World Development In-

dicators [Online] Disponible en: http://databank.world-
bank.org/data/reports.aspx?source=world-develop-
ment-indicators#selectedDimension_DBList

	 [20 feb. 2018]  
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potenciales de crecimiento del comercio bilateral y de 
inversión italiana en Colombia.

Estas y otras razones, llevaron al Gobierno 
colombiano a estimar que la suscripción de un 
ADT con Italia constituye un paso correcto en el 
camino hacia la eliminación de la barrera de la 
sobreimposición, concordante con el objetivo de 
promover la inversión y el comercio entre los dos 
países, y fundamental para la política de inserción en 
los mercados internacionales por parte de Colombia. 
Tanto los flujos comerciales bilaterales como los de 
capital desde Italia hacia Colombia, sugieren que 
mejores condiciones de mercado con dicho país y 
sus inversionistas podrían ser muy atractivos para el 
crecimiento de la economía colombiana y viceversa.

De otro lado, Italia ha suscrito un gran número 
de ADT con varios países latinoamericanos como 
Argentina, Brasil, Chile, Ecuador, México y 
Venezuela. De ahí que para Colombia sea conveniente 
y deseable suscribir un instrumento similar que, por un 
lado, permita igualar de alguna forma los incentivos 
que el país le puede ofrecer a la inversión extranjera 
italiana, frente a otros países; y, por el otro, haga 
que los inversionistas colombianos puedan competir 
en condiciones menos desfavorables en el mercado 
italiano en comparación con los inversionistas de 
otros países.
VI. CONVENIO ENTRE EL GOBIERNO DE LA 
REPÚBLICA DE COLOMBIA Y EL GOBIERNO 
DE LA REPÚBLICA ITALIANA PARA LA 
ELIMINACIÓN DE LA DOBLE TRIBUTACIÓN 
CON RESPECTO A LOS IMPUESTOS SOBRE 
LA RENTA Y LA PREVENCIÓN DE LA EVASIÓN 
Y ELUSIÓN TRIBUTARIAS (EN ADELANTE, 

EL “CONVENIO”) – CONTENIDO
El Convenio cuenta con los siguientes Capítulos y 

apartes:
•	 Preámbulo
•	 Capítulo I: Ámbito de aplicación del Convenio
•	 Capítulo II: Definiciones
•	 Capítulo III: Imposición sobre las rentas
•	 Capítulo IV: Métodos para la eliminación de la 

doble tributación
•	 Capítulo V: Disposiciones especiales
•	 Capítulo VI: Disposiciones finales
El Convenio viene además acompañado de un 

Protocolo, cuyas disposiciones forman parte integral 
del Convenio.

El Convenio contiene un Preámbulo en el que se 
hacen expresos su objeto y fin, los cuales servirán para 
la interpretación y correcta aplicación del Convenio 
de acuerdo con lo dispuesto en la Convención de 
Viena sobre el Derecho de los Tratados, de la cual 
es parte Colombia. En el Preámbulo se manifiesta 
expresamente que la intención de las partes es 
“celebrar un Convenio para la evitar la doble 
tributación con respecto a los impuestos sobre la renta 
sin generar oportunidades para la doble no imposición 
o para la imposición reducida a través de la evasión o 
elusión tributarias (incluida la práctica de la búsqueda 
del convenio más favorable –treaty shopping– que 

persigue la obtención de los beneficios previstos 
en este Convenio para el beneficio indirecto de 
residentes de terceros Estados)”. Esta parte del texto 
del Preámbulo es tomado del Reporte de la Acción 
6 del Proyecto BEPS de la OCDE/G20, en el cual 
Colombia participó como país asociado, y su inclusión 
en el texto de los ADT hace parte de las medidas que 
contribuyen a cumplir el estándar mínimo en materia 
de lucha contra el abuso de los ADT, a cuya adopción 
se comprometió el país.12

El primer capítulo del Convenio está conformado 
por los artículos 1 y 2 que contemplan el ámbito de 
aplicación del Convenio; en ellos se identifican las 
personas a quienes cubre el Convenio y se relacionan 
expresamente los impuestos sobre los cuales se 
aplicará. Dichos impuestos son aquellos que recaen 
sobre la renta y que son exigibles en nombre de un 
Estado Contratante y, en el caso de Italia, en nombre 
del Estado italiano y de sus subdivisiones políticas o 
autoridades locales.

En el capítulo segundo se definen en detalle algunos 
términos y expresiones para efectos del Convenio. Así, 
en el artículo 3 se consagran las definiciones de los 
Estados firmantes, así como términos o expresiones 
utilizados en el texto del Convenio, tales como “un 
Estado Contratante”, “el otro Estado Contratante”, 
“persona”, “sociedad”, “empresa de un Estado 
Contratante”, “empresa del otro Estado Contratante”, 
“tráfico internacional”, “autoridad competente”, 
“nacional”, y “fondo de pensiones reconocido”. 
Además, se aclara que cualquier término o expresión 
no definido en el Convenio tendrá, a menos que de 
su contexto se infiera una interpretación diferente, 
el significado que en ese momento se le atribuya en 
virtud de la legislación del Estado correspondiente 
relativa a los impuestos que son objeto del Convenio, 
prevaleciendo el significado atribuido por la 
legislación tributaria sobre el que resultaría de otras 
leyes de ese Estado.

De igual manera, este capítulo contiene un 
artículo en el que se define el término “residente 
de un Estado Contratante” y en el que se consagran 
las reglas para determinar la “residencia” para 
efectos de la aplicación del Convenio (artículo 4). 
Al respecto, cabe destacar que en la definición de 
“residente de un estado Contratante” se incluyó a los 
fondos de pensiones reconocidos de los respectivos 
Estados Contratantes, logrando así hacer extensiva la 
aplicación del Convenio a los fondos de pensiones y 
cesantías reconocidos por el Estado colombiano. En 

12	 Este mismo texto quedará incluido en el Preámbulo de 
los ADT celebrados por Colombia con España, Chile, 
Canadá, México, Corea del Sur, India, Portugal, Repú-
blica Checa y Francia, en virtud de la Convención Multi-
lateral para la Implementación de las Medidas para Pre-
venir la Erosión de las Bases Imponibles y el Traslado 
de Utilidades relacionadas con Tratados Tributarios, que 
fue suscrita por Colombia el 7 de junio de 2017 y que 
será sometida a consideración del honorable Congreso de 
la República próximamente. Además, dicho Preámbulo 
también fue incluido en los ADT suscritos por Colombia 
con el Reino Unido y con Emiratos Árabes Unidos.
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efecto, por no ser contribuyentes del impuesto sobre 
la renta en Colombia, a los fondos de pensiones y 
cesantías colombianos generalmente no se les aplican 
los convenios para evitar la doble tributación; de tal 
suerte que cuando obtienen rentas provenientes de 
países con los que Colombia tiene convenios para 
evitar la doble tributación no se pueden beneficiar 
de las tarifas de impuestos reducidas aplicables 
(usualmente a los ingresos por dividendos e intereses) 
en los Estados Fuente de los ingresos, no pudiendo 
tampoco descontar dichos impuestos en Colombia por 
no ser contribuyentes del impuesto sobre la renta en 
Colombia. Para solucionar esta situación, y de manera 
consecuente con la política colombiana de evitar 
que los fondos de pensiones y de cesantías asuman 
cargas que resulten afectando los recursos destinados 
al pago de pensiones y cesantías, no solo se hizo 
extensiva la aplicación del Convenio a los fondos de 
pensiones y de cesantías reconocidos por el Estado, 
sino que en muchas cláusulas (como en las aplicables 
a dividendos, intereses y ganancias de capital) se 
acordó un límite especial al impuesto con el que están 
gravados dichos fondos en el Estado de la Fuente de 
los ingresos.13

Por otra parte, en este capítulo también se define 
el concepto de “establecimiento permanente”. Dicho 
concepto es de particular importancia en el ámbito de 
los ADT, pues determina el poder de imposición de 
un Estado cuando en el mismo se realizan actividades 
empresariales permanentes por parte de un residente 
del otro Estado Contratante.

En 2013, la Organización para la Cooperación y 
el Desarrollo Económico (“OCDE”) publicó un Plan 
de Acción para luchar contra la Erosión de la Base 
Imponible y el Traslado de Beneficios (“BEPS”, por 
sus siglas en inglés). Las acciones del Plan de Acción 
“BEPS” propenden por la introducción de importantes 
cambios en la normatividad tributaria de los países, 
así como en sus tratados internacionales para evitar 
la doble tributación. Para Colombia, las medidas 
resultantes del Plan de Acción “BEPS” son de gran 
importancia, no solo dentro del marco de adhesión del 
país a la OCDE, sino porque están de acuerdo con 
la política colombiana de lucha decidida contra la 
erosión de la base gravable y el traslado de beneficios 
al exterior. Por lo anterior, en este Convenio se 
incluyó varias cláusulas que pretenden contrarrestar 
la problemática de “BEPS”.

La cláusula referente a “establecimientos 
permanentes” (“EP”) recoge los resultados de la 
denominada acción 7 del proyecto “BEPS”, cuyo 
objetivo era introducir al artículo 5 del Modelo 
de Convenio de la OCDE14 las aclaraciones y 
cambios que ayuden a combatir las estructuras de 

13	 En relación con este punto resulta importante señalar (i) 
que este tratamiento no es aplicable a las entidades admi-
nistradoras de los fondos y (ii) que el tratamiento acor-
dado para los fondos de pensiones es recíproco en ambos 
Estados Contratantes.

14	 El Modelo de Convenio de la ONU acogió en su Versión 
de 2017 las mismas aclaraciones y cambios introducidos 
al artículo 5° del Modelo de Convenio de la OCDE.

planeación tributaria que, de manera artificiosa, 
buscan impedir la configuración de EP. Así, por 
ejemplo, el artículo 5 del Convenio contiene un nuevo 
párrafo 4.1., que consagra la denominada “regla de 
antifragmentación”, mediante la cual se busca evitar 
que las empresas multinacionales fragmenten sus 
actividades empresariales en el país, de tal suerte que 
las actividades así fragmentadas queden enmarcadas 
dentro de la lista de actividades que, por tener un 
carácter auxiliar o preparatorio, no se consideran 
entre las dan lugar a un establecimiento permanente 
(excepciones a la configuración del establecimiento 
permanente), evitando así ser gravadas en el país en 
el que se realizan tales actividades empresariales. 
Además, se incluyeron en el texto del artículo 5 varias 
de las aclaraciones e interpretaciones que ya estaban 
contenidas de tiempo atrás en los Comentarios a 
los Modelos de Convenio tanto de la ONU, como 
de la OCDE, al artículo sobre EP, en particular en 
relación con el carácter auxiliar o preparatorio de las 
actividades que no configuran un EP, y la configuración 
del denominado EP por agente.

El tercer capítulo del Convenio comprende los 
artículos 6 a 21, en los cuales se define y delimita la 
potestad impositiva de los Estados contratantes en 
relación con el impuesto sobre la renta. Se destacan 
las siguientes disposiciones:

• 	 Artículo 6. “Rentas inmobiliarias”. Por su es-
trecho vínculo con el Estado en el que se en-
cuentran ubicados los bienes inmuebles, estas 
rentas se gravan principalmente en el Estado 
en el que se encuentran ubicados dichos bienes 
inmuebles.

• 	 Artículo 7. “Utilidades empresariales”. Estas 
rentas son gravadas por el país de residencia 
de la persona que ejerce la actividad empresa-
rial, excepto cuando dicha actividad se lleva a 
cabo mediante un establecimiento permanente 
(“EP”) situado en el otro Estado Contratante, 
caso en el cual ese otro Estado podrá gravar las 
rentas que le sean atribuidas al EP.

• 	 Artículo 8. “Navegación y transporte aéreo in-
ternacional”. Este artículo le asigna la facul-
tad de gravar las utilidades provenientes de la 
operación de naves o aeronaves en tráfico in-
ternacional únicamente al Estado Contratante 
donde se encuentre ubicada la empresa que ob-
tiene las rentas. De igual forma, define qué se 
debe considerar como utilidades provenientes 
de la operación de naves y aeronaves en tráfico 
internacional.

• 	 Artículo 9. “Empresas asociadas”. Este artícu-
lo contiene disposiciones de control fiscal in-
ternacional que buscan evitar la manipulación 
de precios entre empresas relacionadas cuya 
finalidad es menoscabar la tributación de algu-
no de los Estados Contratantes. Además, en el 
evento en que uno de los Estados Contratantes 
vea efectivamente menoscabada su tributación 
como consecuencia de la mencionada manipu-
lación de precios, la disposición obliga al otro 
Estado a hacer los ajustes correspondientes, de 
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tal suerte que la situación se vea corregida sin 
incurrir en doble tributación.

• 	 Artículo 10. “Dividendos”. De acuerdo con 
este artículo, los dividendos obtenidos por un 
residente de un Estado Contratante, y distri-
buidos por parte de una sociedad residente del 
otro Estado Contratante, pueden ser gravados 
tanto por el Estado de residencia del socio o 
accionista de tal sociedad como por el Estado 
en el que se encuentra la sociedad que repar-
te el dividendo. Ahora, este último Estado (en 
adelante, “Estado de la fuente”) podrá gravar 
los dividendos sin exceder las siguientes tari-
fas: (i) el 5% por ciento del monto bruto de 
los dividendos si el beneficiario efectivo de 
los dividendos es una sociedad (distinta a una 
sociedad de personas) que posee directamente 
el 20% o más del capital de la sociedad que 
los distribuye; (ii) el 5% del monto bruto de 
los dividendos si el beneficiario efectivo es un 
fondo de pensiones reconocido, y (iii) el 15% 
del monto bruto de los dividendos en el res-
to de casos. Los porcentajes mencionados con 
anterioridad, no serán aplicables cuando las 
utilidades con cargo a las cuales se distribuyen 
los dividendos no hayan estado gravadas en 
cabeza de la sociedad colombiana o estableci-
miento permanente ubicado en Colombia; caso 
este último en el cual los dividendos distribui-
dos por la sociedad, o las utilidades remitidas 
por el establecimiento permanente, según sea 
el caso, estarán gravados a una tarifa del 15%, 
independientemente de la condición del socio 
o accionista beneficiario efectivo del dividen-
do, o de su participación en el capital de la so-
ciedad que distribuye tal dividendo.

• 	 Artículo 11. “Intereses”. En general, los intere-
ses se gravan de forma compartida entre el Es-
tado de la residencia de quien percibe el interés 
y el Estado de la fuente, estando la tributación 
en el Estado de la fuente (Estado de residencia 
del deudor) sometida a ciertos límites máximos, 
a saber: a) 5% del monto bruto de los intere-
ses si el beneficiario efectivo es un organismo 
creado por ley o una agencia de financiación 
de exportaciones; b) 5% del monto bruto de los 
intereses si el beneficiario efectivo es un fondo 
de pensiones reconocido; y c) 10% del monto 
bruto de los intereses en todos los demás casos. 
No obstante, el artículo establece que los inte-
reses serán gravables únicamente en el Estado 
Contratante del que la persona que los recibe es 
residente, si esta persona es el beneficiario efec-
tivo de dichos intereses y si cumple con alguna 
de las siguientes condiciones:

a)	 La persona es un Estado Contratante, una 
subdivisión política o una entidad de derecho 
público del mismo, incluyendo el Banco Cen-
tral de ese Estado; o si dichos intereses son 
pagados:

b)	 Por el Estado en el que surge el interés o por 
una subdivisión política, una autoridad local; o

c)	 Con respecto a un préstamo o crédito que se 
adeude, o se haya hecho a, provisto, garantiza-
do o asegurado por, ese Estado o una subdivi-
sión política o autoridad local; o

d)	 En relación con la venta a crédito de equi-
pos industriales, comerciales o científicos, o 
en relación con la venta a crédito de bienes 
o mercancías por una empresa de un Estado 
Contratante a una empresa del otro Estado 
Contratante; o

e)	 Con respecto a un préstamo o crédito de cual-
quier naturaleza, otorgado por un banco, pero 
solo si el préstamo o crédito en cuestión es otor-
gado por un período no inferior a tres años; o

f)	 Por una institución financiera de un Estado 
Contratante a una institución financiera del 
otro Estado Contratante.

Con esta última disposición, de acuerdo con la 
cual los intereses a los que se refieren los literales a) a 
f) solo estarán gravados en el Estado en el que resida 
el acreedor, se busca evitar el traslado a los deudores 
de la carga económica correspondiente a la eventual 
retención en la fuente sobre los mencionados intereses, 
lo cual encarecería el crédito externo para sectores o 
actividades particularmente sensibles a ello. Se trata, 
además, de una disposición que preserva la política 
fiscal adoptada de tiempo atrás en Colombia, la cual 
se encuentra reflejada en esencia en los artículos 22 y 
25, 207-2, numeral 12 y 218 del Estatuto Tributario 
Nacional.

Por último, el término intereses no incluye rentas 
que sean tratadas como dividendos de acuerdo con las 
disposiciones del artículo 10.

• 	 Artículo 12. “Regalías”. El artículo se refiere a 
las regalías provenientes de la explotación de 
marcas, patentes y de toda clase de propiedad 
industrial y comercial, así como a las rentas 
pagadas por el uso, o el derecho de uso, de 
equipos industriales, comerciales o científicos, 
las cuales se gravan de forma compartida por 
parte del Estado en donde reside el beneficia-
rio efectivo de las regalías y el Estado de la 
fuente de la regalía, estando la tributación del 
Estado de la fuente (lugar de uso del bien que 
da lugar al pago de la regalía) sometida a un 
límite máximo del 10%. Esta tarifa, así como 
las demás consagradas en el Convenio, son las 
que en general pactan los países en vías de de-
sarrollo con los países desarrollados.

En relación con este punto cabe además señalar 
que Colombia cambió su política con respecto al 
tratamiento de los pagos por servicios técnicos, 
de asistencia técnica y de consultoría reflejada en 
los convenios para evitar la doble imposición que 
suscribió con anterioridad al convenio suscrito con 
Francia15. En los primeros convenios suscritos por 
Colombia se acordó que los servicios técnicos, de 
asistencia técnica y de consultoría fueran tratados 
como “regalías”, lo que ha resultado en un gravamen 

15	 Este cambio de política ha sido adoptado en los conve-
nios acordados con Francia y Reino Unido.
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en Colombia de dichos servicios con una tarifa del 
10%, siempre que el beneficiario del servicio fuera 
residente en Colombia e independientemente de que 
el servicio fuera prestado en Colombia o fuera del 
territorio nacional. Dicho tratamiento ha encarecido 
la adquisición y utilización de conocimientos 
especializados por parte de los residentes en 
Colombia, pues el gravamen en el país de servicios 
que no se prestan en el territorio nacional genera, para 
el prestador extranjero del servicio, la imposibilidad 
de acreditar el impuesto pagado en Colombia contra 
el impuesto generado en el Estado de su residencia, 
lo que en muchos casos se ha convertido en un mayor 
costo del servicio, el cual es generalmente trasladado 
vía precio al cliente colombiano, lo que, a su vez, ha 
resultado en un encarecimiento de la importación de 
conocimientos y servicios especializados.

Por estas razones, y como parte de su política general 
en materia de innovación y educación, el Gobierno 
nacional decidió cambiar su política en relación con 
dichos servicios especializados y adoptar con respecto 
a los países con los que suscriba un convenio para evitar 
la doble imposición la regla generalmente adoptada en el 
mundo, consistente en gravar los servicios especializados 
en el lugar en el que se prestan.

En consecuencia, en el Convenio suscrito entre 
Colombia e Italia, al igual que se ha venido haciendo 
en los convenios que Colombia ha acordado con 
Francia y Reino Unido, se eliminó de la definición 
de regalías a los pagos por servicios técnicos, de 
asistencia técnica y de consultoría, con lo que dichos 
pagos no podrán someterse al tratamiento consagrado 
para las regalías, estando, por ende, sometidos a lo 
establecido en los artículos 5,7 y 14, relativos a 
las “Utilidades empresariales” y a los “Servicios 
Personales Independientes”, según el caso.

• 	 Artículo 13. “Ganancias de capital”. El artículo 
consagra diferentes reglas relativas a la tributa-
ción de las ganancias de capital, dependiendo 
del tipo de bien objeto de enajenación. Es así 
como en el artículo se consagran las siguientes 
reglas:

(i)	 En el caso de los bienes inmuebles, la prerroga-
tiva para gravar las ganancias de capital la tie-
ne el Estado en el que se encuentra ubicado el 
bien;

(ii)	 En el caso de la enajenación de los bienes mue-
bles que forman parte del activo de un esta-
blecimiento permanente (“EP”) que tiene una 
empresa de un Estado Contratante en el otro 
Estado Contratante, las ganancias de capital se 
podrán someter a tributación en el Estado en el 
que se encuentra el EP;

(iii)	En el caso de enajenación de naves y aeronaves 
explotadas en tráfico internacional, la facultad 
para gravar las ganancias de capital es exclu-
sivamente del Estado en donde se encuentra la 
empresa.

(iv)	En el caso de enajenación de acciones o dere-
chos comparables, tales como derechos en una 
sociedad de personas – partnership- o en un fi-
deicomiso -trust-, las ganancias de capital que 

obtenga un residente de un Estado Contratante 
pueden someterse a imposición en el otro Esta-
do Contratante si:

a) 	 En cualquier momento durante los 365 días 
anteriores a la enajenación, el valor de dichas 
acciones o derechos comparables se deriva en 
más de un 50 por ciento directa o indirectamen-
te de bienes inmuebles, tal como se encuentran 
definidos en el Artículo 6, situados en ese otro 
Estado Contratante; o

b) 	 En cualquier momento durante los 365 días 
anteriores a la enajenación, el enajenante ha 
poseído, directa o indirectamente, acciones, 
derechos comparables u otros derechos que re-
presenten el 10 por ciento o más del capital de 
una sociedad que sea residente de ese otro Es-
tado Contratante, pero el impuesto así exigido 
no podrá exceder el 10 por ciento del monto de 
las ganancias; la disposición consagra en este 
literal no será aplicable a las ganancias deriva-
das de la enajenación o intercambio de acciones 
que se dé en el marco de una reorganización no 
gravada de una sociedad, una fusión, una esci-
sión u otra operación similar.

(v)	 En el caso de enajenación de acciones, dere-
chos comparables u otros derechos menciona-
dos en los subpárrafos (a) y (b) del párrafo 4, 
las ganancias de capital que obtenga un fondo 
de pensiones que sea residente de un Estado 
Contratante pueden someterse a imposición en 
el otro Estado Contratante, pero el impuesto así 
exigido no excederá del 5 por ciento del monto 
de las ganancias.

Artículo 14. “Servicios personales indepen-
dientes”. En virtud de este artículo, las rentas 
que obtengan personas naturales provenientes de 
la prestación de servicios profesionales u otras 
actividades de carácter independiente solo pueden 
someterse a imposición en el Estado en el que reside el 
prestador de servicios o desarrollador de las actividades 
de carácter independiente. Sin embargo, dichas rentas 
también pueden ser sometidas a imposición en el 
Estado en el que se prestan los servicios o desarrolla 
la actividad (Estado de la fuente):

a) 	 Cuando dicha persona natural tenga en el otro 
Estado Contratante (Estado de la fuente) una 
base fija de la que disponga de manera habitual 
para el ejercicio de sus actividades; en tal caso, 
solo puede someterse a imposición en ese otro 
Estado la parte de las rentas que sean atribuibles 
a esa base fija;

b) 	 Cuando dicha persona natural permanezca en el 
otro Estado Contratante (Estado de la fuente) por 
un período o períodos que en total sumen o ex-
cedan 183 días dentro de un período cualquiera 
de 12 meses, que comience o termine en el año 
fiscal correspondiente; en tal caso, solo puede 
someterse a imposición en ese otro Estado la 
parte de las rentas obtenidas de las actividades 
desempeñadas en ese otro Estado.

• 	 Artículo 15. “Servicios personales dependien-
tes”. En virtud de este artículo, las rentas obte-



Gaceta del Congreso  597	 Viernes, 10 de agosto de 2018	 Página 41

nidas en razón de un empleo se gravan en el Es-
tado de residencia del trabajador, a menos que el 
empleo se desarrolle en el otro Estado, en cuyo 
caso las rentas derivadas de ese empleo pueden 
someterse a imposición en ese otro Estado en 
el que se desarrolla el empleo. No obstante, las 
remuneraciones obtenidas por el trabajador resi-
dente en un Estado en razón de un empleo desa-
rrollado en el otro Estado, solo pueden someterse 
a imposición en el Estado de residencia si: (i) el 
perceptor permanece en el otro Estado Contra-
tante por un período o períodos cuya duración 
no excede en conjunto 183 días en cualquier pe-
ríodo de doce meses que comience o termine en 
el año fiscal en cuestión; (ii) las remuneraciones 
son pagadas por, o en nombre de, un empleador 
que no es residente del otro Estado Contratante; 
y (iii) las remuneraciones no son soportadas por 
un establecimiento permanente o una base fija 
que el empleador tiene en el otro Estado Contra-
tante. Adicionalmente, en este artículo se inclu-
ye el tratamiento aplicable a los tripulantes que 
ejerzan su labor a bordo de un navío o aeronave 
operado en tráfico internacional; y se establece 
que los pagos recibidos como indemnización por 
despido o similares solo pueden ser gravados en 
el Estado fuente de esos recursos.

•	 Artículo 16. “Honorarios de Directores”. En este 
artículo se establece que los honorarios y otras 
retribuciones similares que un residente de un 
Estado Contratante obtenga en calidad de miem-
bro de la junta directiva de una sociedad que es 
residente del otro Estado Contratante pueden ser 
sometidos a imposición en el Estado del que es 
residente la sociedad.

•	 Artículo 17. “Artistas y Deportistas”. Este artícu-
lo señala que las rentas obtenidas por un residen-
te de un Estado Contratante en ejercicio de sus 
actividades personales en el otro Estado Contra-
tante, en calidad de artista o deportista, pueden 
ser sometidas a tributación en el Estado en el que 
se lleva a cabo la actividad artística o deportiva. 
Cuando la remuneración por la actuación de los 
artistas o deportistas sea recibida por una tercera 
persona, y no directamente por ellos, dicha re-
muneración podrá gravarse de todas maneras en 
el Estado donde sean desarrolladas las activida-
des artísticas o deportivas.

•	 Artículo 18. “Pensiones”. De acuerdo con este 
artículo, las pensiones y remuneraciones simila-
res, están sometidas a imposición exclusivamen-
te en el Estado de residencia del beneficiario de 
las mismas. Ahora bien, esta regla no aplica si 
quien percibe la pensión o remuneración no está 
sujeto a impuestos con respecto a la misma en el 
Estado del cual es residente; en tal caso, dichas 
rentas pueden ser gravadas en el Estado donde se 
generan.

• 	 Artículo 19. “Funciones Públicas”. Según este 
artículo, las remuneraciones pagadas por un Es-
tado Contratante, una de sus subdivisiones polí-

ticas o administrativas, o una de sus autoridades 
locales, solo estarán sometidas a tributación en 
ese Estado.

• 	 Artículo 20. “Estudiantes”. Este artículo señala 
que las sumas que reciben los estudiantes, apren-
dices o pasantes, que residen en un Estado Con-
tratante con el único propósito de estudiar o ca-
pacitarse en dicho Estado, no estarán sometidas a 
imposición en ese Estado siempre que procedan 
de fuentes situadas fuera de ese Estado Contra-
tante; y que, inmediatamente antes de iniciar su 
educación o capacitación, el estudiante, aprendiz 
o pasante haya sido residente del otro Estado 
Contratante. Los beneficios de este artículo, no 
obstante, aplicarán para un periodo que no podrá 
exceder seis años consecutivos contados a partir 
de la llegada del estudiante, aprendiz o pasante al 
Estado Contratante en el que estudiará o se capa-
citará.

• 	 Artículo 21. “Otras Rentas”. Este artículo esta-
blece que las rentas no mencionadas en los ar-
tículos anteriores del Convenio, de las que sea 
beneficiario efectivo un residente de un Estado 
Contratante, solo estarán sometidas a tributación 
en el Estado en el que reside el beneficiario de 
dichas rentas.16 Esta última regla no se aplica a:

(i)	 Aquellas rentas obtenidas por un residente de un 
Estado Contratante que realiza actividades en el 
otro Estado Contratante a través de un estable-
cimiento permanente (“EP”) situado en él o por 
medio de una base fija situada en ese otro Esta-
do, en relación con derechos o bienes atribuibles 
a dicho establecimiento permanente o base fija 
(salvo que los mencionados derechos o bienes 
se refieran a propiedad inmobiliaria situada en el 
Estado Contratante del que el contribuyente es 
residente, en cuyo caso este último Estado con-
servará la facultad preferente para gravar las ren-
tas).

(ii)	 Las rentas obtenidas por un residente de un Esta-
do Contratante que tengan su fuente (procedan) 
del Estado Contratante (caso, este último, en el 
que dichas rentas también podrán ser gravadas 
en el Estado del que proceden).

El capítulo cuarto del Convenio contiene un único 
artículo que fija los métodos para la eliminación de la 
doble tributación:

Artículo 22. “Eliminación de la doble tributación”. 
Este artículo establece los métodos para eliminar la 
doble tributación aplicable en cada uno de los Estados 
Contratantes. En primer lugar se establece la renta 
aplicable en Italia, según la cual los residentes de 
Italia que obtengan rentas que, de conformidad con las 

16	  Ahora bien, cuando en razón de las relaciones especiales 
existentes entre las personas que han realizado las activida-
des de las cuales se derivan estas rentas, el monto del pago 
por tales actividades exceda el monto que habrían conveni-
do personas independientes, la regla contemplada en este 
artículo no se aplicará más que a este último importe, por lo 
que el exceso del pago seguirá siendo gravable de conformi-
dad con la legislación de cada Estado Contratante, teniendo 
en cuenta las demás disposiciones del Convenio.
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disposiciones de este Convenio, puedan ser sometidas a 
imposición en Colombia, podrán incluir dichas rentas en 
la base gravable sobre la cual tributen en Italia, sujeto 
a las disposiciones de la legislación italiana que sean 
aplicables; en tal caso, Italia debe permitir una deducción 
en el impuesto así determinado de los impuestos sobre 
la renta pagados en Colombia, aunque el monto de dicha 
deducción no podrá exceder la proporción del impuesto 
italiano atribuible a dichas rentas. En segundo lugar se 
establece la regla aplicable en Colombia, de acuerdo con 
la cual Colombia se obliga a aliviar la doble tributación 
que pueda surgir como consecuencia de la aplicación 
del Convenio mediante el otorgamiento de un descuento 
tributario equivalente al impuesto pagado por sus 
residentes en Italia, sujeto a las limitaciones y requisitos 
establecidos en la legislación tributaria colombiana 
sobre el particular; dicho descuento, sin embargo, no 
podrá exceder la proporción del impuesto calculado 
antes de otorgar el descuento, correspondiente a la renta 
que puede ser sometida a imposición en Italia.

En el capítulo quinto del Convenio, artículos 23 a 29, 
se establecen disposiciones especiales como las relativas 
a la no discriminación, al procedimiento de acuerdo 
mutuo y al intercambio de información, entre otras. En 
resumen, este aparte comprende:

•	 Artículo 23. “No discriminación”. El principio de 
no discriminación tiene como objetivo garantizar 
que los nacionales de un Estado Contratante no 
estarán sometidos en el otro Estado Contratan-
te a impuestos u obligaciones conexas a los que 
no están sometidos los residentes y/o nacionales 
que se encuentren en las mismas circunstancias 
en este último Estado17.

•	 Artículo 24. “Procedimiento de acuerdo mutuo”. 
En virtud de esta disposición, si una persona re-
sidente en cualquiera de los dos Estados Contra-
tantes considera que la acción de uno o de los dos 
Estados Contratantes resultará en una tributación 
que no se encuentra de acuerdo con el Convenio, 
podrá solicitar a cualquiera de las Autoridades 
Competentes de los Estados contratantes el es-
tudio de su caso. Las Autoridades Competentes 
deberán hacer sus mejores esfuerzos para resol-
ver de común acuerdo el caso. De igual manera, 
las autoridades competentes podrán ponerse de 
acuerdo para resolver las diferencias que surjan 
entre los Estados en torno a la aplicación y la in-
terpretación del Convenio. En caso de que per-
sistan cuestiones no resueltas derivadas del caso, 
estas podrán ser sometidas a arbitraje siempre 
que ambas autoridades competentes y la perso-
na estén de acuerdo, que la persona acepte por 
escrito estar vinculada por la decisión de la co-
misión de arbitraje, y que no se haya proferido 
una decisión al respecto por un tribunal judicial o 
administrativo de alguno de los Estados. De esta 
forma, se acordó la posibilidad de acudir a ar-
bitramento voluntario para resolver las cuestio-
nes sobre las que las Autoridades Competentes 
de los Estados Contratantes no se puedan poner 

17	 ASOREY, Rubén O.; GARCÍA, Fernando D., directores. 
(2013). “Tratado de Derecho Internacional Tributario. 
Tomo II”. Buenos Aires: La Ley. Página 626.

de acuerdo en desarrollo del procedimiento de 
acuerdo mutuo. Este tipo de arbitramento es dis-
tinto al arbitramento obligatorio que fue incluido 
en la Versión del Modelo de la OCDE de 2017. A 
la fecha, Colombia solo ha pactado arbitramento 
voluntario y únicamente lo ha hecho en los Con-
venios suscritos con Francia e Italia.

•	 Artículo 25. “Intercambio de información”. En 
este punto, se incluyó una versión del artículo 
(en cuyo debate participó Colombia), que per-
mite el intercambio de información para fines 
distintos a los tributarios, cuando dicho uso di-
ferente sea admitido por la legislación de ambos 
países (como es el caso del uso de la información 
para efectos de investigaciones de lavado de acti-
vos y financiación del terrorismo) y medie auto-
rización expresa de la autoridad competente del 
país que suministra la información.

•	 Artículo 26. “Asistencia en el Recaudo de Im-
puestos”. Se incluye como instrumento de coo-
pera-ción internacional la asistencia en la recau-
dación tributaria de manera amplia al abarcar los 
impuestos de toda naturaleza que adeuden a los 
Estados contratantes, a sus subdivisiones políti-
cas o autoridades locales, tanto residentes como 
no residentes.

•	 Artículo 27. “Miembros de Misiones Diplomá-
ticas y Oficinas Consulares”. Se señala que lo 
dispuesto en este Convenio no podrá afectar los 
privilegios que disfruten los miembros de las mi-
siones diplomáticas o de las oficinas consulares.

•	 Artículo 28. “Devoluciones”. Este artículo dis-
pone que los impuestos retenidos en la fuente 
en un Estado Contratante serán devueltos a so-
licitud del contribuyente residente del otro Es-
tado Contratante si el derecho a recaudar dichos 
impuestos es afectado por las disposiciones de 
este Convenio, siempre y cuando la solicitud de 
devolución sea realizada dentro del plazo fijado 
por la legislación del Estado Contratante que esté 
obligado a efectuarla.

•	 Artículo 29. “Derecho a beneficios”. Este artícu-
lo establece que, no obstante las demás disposi-
ciones del Convenio, los beneficios concedidos 
en virtud de este no se otorgarán respecto de un 
elemento de renta cuando sea razonable concluir, 
teniendo en cuenta todos los hechos y circuns-
tancias pertinentes, que el acuerdo u operación 
que directa o indirectamente genera el derecho 
a percibir ese beneficio tiene entre sus propósi-
tos principales la obtención del mismo, a menos 
que se establezca que otorgar el beneficio en esas 
circunstancias habría estado de acuerdo con el 
objeto y propósito de las disposiciones pertinen-
tes del Convenio. Esta cláusula es la denominada 
Principle Purpose Test clause, (“PPT”) o cláu-
sula de “Propósito Principal”, mediante la cual 
se implementa uno de los estándares mínimos 
resultantes del Proyecto BEPS, a cuya adopción 
se comprometió Colombia en su calidad de país 
miembro del Marco Inclusivo de BEPS. Esta 
cláusula constituye un instrumento indispensa-
ble para la lucha contra la evasión y la elusión 
fiscal, pues busca impedir el abuso del Convenio. 
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Sin embargo, por consagrar un test de razonabi-
lidad, basado en los hechos y circunstancias que 
rodean los acuerdos y transacciones a los que se 
pretende aplicar el Convenio, el éxito de la apli-
cación de la cláusula requerirá el fortalecimiento 
de la labor de fiscalización que llevan a cabo las 
administraciones tributarias de los Estados con-
tratantes.

El capítulo sexto del Convenio comprende su 
entrada en vigor (artículo 30) y su forma de terminación  
(artículo 31).

Por último, el Protocolo trae varias disposiciones 
relevantes para la aplicación del Convenio, entre las 
cuales están las siguientes:

• 	 En primer lugar, con respecto al artículo 11 del 
Convenio (relativo a los Intereses), se establece 
las entidades que son consideradas como “orga-
nismo creado por ley” o “agencia de financiación 
de exportaciones”, al tiempo que se señala que 
dichas entidades tendrán tal calidad siempre y 
cuando en su capital participe el Estado (i) direc-
tamente, en un porcentaje no inferior al 80%, o 
(ii) indirectamente, en un porcentaje no inferior 
al 60%.

• 	 Por otro lado, el numeral 6 del Protocolo incor-
pora una cláusula de nación más favorecida, 
según la cual si, con posterioridad a la entrada 
en vigencia de este Convenio, entrará en vigor 
un ADT concluido entre alguno de los Estados 
Contratantes y un tercer Estado, que consagra-
rá tarifas tributarias aplicables a dividendos, in-
tereses y regalías inferiores a las pactadas en el 
Convenio entre Colombia e Italia, el Estado Con-
tratante habiendo concluido el mencionado ADT 
informará al otro Estado Contratante tal hecho, 
con miras a negociar un protocolo modificatorio 
del Convenio entre Colombia e Italia.

Esta cláusula de nación más favorecida es distinta 
a las negociadas por Colombia en varios de los ADT 
concluidos antes de 2010 en varios aspectos, a saber: 

(i)	 Se aplica de forma recíproca; por oposición a 
varias de las cláusulas de nación más favoreci-
das negociadas anteriormente por Colombia, las 
cuales solo se aplicaban si Colombia concedía un 
trato más beneficioso en algún ADT posterior.

(ii)	 No obligan a la aplicación del trato más benefi-
cioso de forma automática, limitándose a conmi-
nar a las partes a negociar un protocolo modifi-
catorio del Convenio tan pronto ocurra el hecho 
que sirve de “gatillo” a la cláusula (vr.g. entrada 
en vigor de un ADT posterior en el que se consa-
gren tarifas impositivas aplicables a dividendos, 
intereses y regalías más favorables a las contem-
pladas en el Convenio ente Italia y Colombia). 
Este representa un importante cambio frente a las 
cláusulas de nación más favorecida negociadas 
por Colombia anteriormente, toda vez que la ne-
gociación de un protocolo modificatorio brinda 
la oportunidad a las partes de cambiar otros as-
pectos del Convenio a fin de lograr un equilibrio; 
mismo que se puede perder en aquellos casos 
en los que la cláusula de nación más favorecida 

obliga a hacer extensivos de manera automática 
los beneficios pactados en otro ADT.

Por las anteriores consideraciones el Gobierno 
nacional, a través de la Ministra de Relaciones 
Exteriores y el Ministro de Hacienda y Crédito Público, 
solicitan respetuosamente al Honorable Congreso de la 
República aprobar el Proyecto de ley “Por medio de la 
cual se aprueba el “Convenio entre el Gobierno de la 
República de Colombia y el Gobierno de la República 
Italiana para la Eliminación de la Doble Tributación con 
respecto a los Impuestos sobre la Renta y la Prevención 
de la Evasión y Elusión Tributarias” y su “Protocolo”, 
suscritos en Roma, el 26 de enero de 2018”.

De los honorables Congresistas,

PRESIDENCIA DE LA REPÚBLICA
Bogotá, D. C., 6 de agosto de 2018
Autorizado. Sométase a la consideración del 

Honorable Congreso de la República para los efectos 
constitucionales.

(Fdo.) JUAN MANUEL SANTOS CALDERÓN
La Ministra de Relaciones Exteriores,

(Fdo.) María Ángela Holguín Cuéllar.
DECRETA:

Artículo Primero: Apruébase el “Convenio entre el 
Gobierno de la República de Colombia y el Gobierno 
de la República Italiana para la Eliminación de la 
Doble Tributación con respecto a los Impuestos sobre 
la Renta y la Prevención de la Evasión y Elusión 
Tributarias” y su “Protocolo”, suscritos en Roma, el 
26 de enero de 2018.

Artículo Segundo. De conformidad con lo dispuesto 
en el artículo 1° de la Ley 7ª de 1944, el “Convenio entre 
el Gobierno de la República de Colombia y el Gobierno 
de la República Italiana para la Eliminación de la Doble 
Tributación con respecto a los Impuestos sobre la Renta 
y la Prevención de la Evasión y Elusión Tributarias” y 
su “Protocolo”, suscritos en Roma, el 26 de enero de 
2018, que por el artículo primero de esta ley se aprueba, 
obligará a la República de Colombia a partir de la fecha 
en que se perfeccione el vínculo internacional respecto 
del mismo.

Artículo Tercero. La presente ley rige a partir de la 
fecha de su publicación.

Dada en Bogotá, D. C., a los
Presentado al honorable Congreso de la República 

por la Ministra de Relaciones Exteriores y el Ministro 
de Hacienda y Crédito Público.
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por la cual se ordena el seguimiento a los convenios 
internacionales suscritos por Colombia.

El Congreso de Colombia
DECRETA:

Artículo 1º. El Gobierno Nacional a través de la 
Cancillería presentará anualmente a las Comisiones 
Segundas de Relaciones Exteriores de Senado 
y Cámara, y dentro de los primeros treinta días 
calendario posteriores al período legislativo que se 
inicia cada 20 de julio, un informe pormenorizado 
acerca de cómo se están cumpliendo y desarrollando 
los Convenios Internacionales vigentes suscritos por 
Colombia con otros Estados.

Artículo 2º. Cada dependencia del Gobierno 
Nacional encargada de ejecutar los Tratados 
Internacionales de su competencia y requerir la 
reciprocidad en los mismos, trasladará la información 
pertinente al Ministerio de Relaciones Exteriores y 
este, a las Comisiones Segundas.

Artículo 3º. El texto completo de la presente ley 
se incorporará como anexo a todos y cada uno de 
los Convenios Internacionales que el Ministerio de 
Relaciones Exteriores presente a consideración del 
Congreso.

Artículo 4º. La presente ley rige a partir de su 
promulgación.

El Presidente del honorable Senado de la República.
Amylkar Acosta Medina.

El Secretario General del honorable Senado de la 
República,

Pedro Pumarejo Vega.
El Presidente de la honorable Cámara de 

Representantes,
Carlos Ardila Ballesteros.

El Secretario General de la honorable Cámara de 
Representantes,

Diego Vivas Tafur.
REPÚBLICA DE COLOMBIA 

GOBIERNO NACIONAL
Publíquese y ejecútese.
Dada en Santa Fe de Bogotá, D. C., a 13 de enero 

de 1998.
ERNESTO SAMPER PIZANO

La Ministra de Relaciones Exteriores,
María Emma Mejía Vélez.

SENADO DE LA REPÚBLICA
SECRETARÍA GENERAL

Tramitación de Leyes
Bogotá, D. C., 6 de agosto de 2018
Señor Presidente:
Con el fin de repartir el Proyecto de ley número 

81 de 2018 Senado, por medio de la cual se aprueba 
el “Convenio entre el Gobierno de la República de 
Colombia y el Gobierno de la República Italiana para 
la Eliminación de la Doble Tributación con respecto 
a los Impuestos sobre la Renta y la Prevención de la 
Evasión y Elusión Tributarias” y su “Protocolo”, 
suscritos en Roma, el 26 de enero de 2018, me permito 
remitir a su Despacho el expediente de la mencionada 
iniciativa, presentada el día de hoy ante la Secretaría 
General del Senado de la República por la Ministra de 
Relaciones Exteriores, doctora María Ángela Holguín 
Cuéllar; Ministro de Hacienda y Crédito Público, 
doctor Mauricio Cárdenas Santamaría. La materia de 
que trata el mencionado proyecto de ley es competencia 
de la Comisión Segunda Constitucional Permanente 
del Senado de la República, de conformidad con las 
disposiciones Constitucionales y Legales.

El Secretario General,
Gregorio Eljach Pacheco. 

PRESIDENCIA DEL HONORABLE  
SENADO DE LA REPÚBLICA

Bogotá, D. C., 6 de agosto de 2018
De conformidad con el informe de Secretaría 

General, dese por repartido el precitado proyecto de 
ley a la Comisión Segunda Constitucional y envíese 
copia del mismo a la Imprenta Nacional para que sea 
publicado en la Gaceta del Congreso.

Cúmplase.
El Presidente del honorable Senado de la República,

Ernesto Macías Tovar.
El Secretario General del honorable Senado de la 

República,
Gregorio Eljach Pacheco.
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